Violaciones

El Pacto se viola cuando un Estado no garantiza la satisfacción de al menos el nivel mínimo esencial necesario para estar protegido contra el hambre. 
Al determinar qué medidas u omisiones constituyen una violación del derecho a la alimentación, es importante distinguir entre la falta de capacidad y la falta de voluntad de un Estado para cumplir sus obligaciones. 
En el caso de que un Estado Parte aduzca que la limitación de sus recursos le impiden facilitar el acceso a la alimentación a aquellas personas que no son capaces de obtenerla por sí mismas, el Estado ha de demostrar que ha hecho todos los esfuerzos posibles por utilizar todos los recursos de que dispone con el fin de cumplir, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas. 
Se obliga a cada Estado Parte a tomar las medidas necesarias hasta el máximo de los recursos de que disponga. El Estado que aduzca que es incapaz de cumplir esta obligación por razones que están fuera de su control, tiene, por tanto, la obligación de probar que ello es cierto y que no ha logrado recabar apoyo internacional para garantizar la disponibilidad y accesibilidad de los alimentos necesarios.  
Toda discriminación en el acceso a los alimentos, así como a los medios y derechos para obtenerlos, por motivos de raza, color, sexo, idioma, edad, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, con el fin o efecto de anular u obstaculizar la igualdad en el disfrute o ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales constituye una violación del Pacto de DESC. 
Las violaciones del derecho a la alimentación pueden producirse por actos realizados directamente por los Estados o por otras entidades insuficientemente reguladas por los Estados. 
Entre ellos cabe señalar: 
· derogar o suspender oficialmente la legislación necesaria para seguir disfrutando el derecho a la alimentación; 
· negar el acceso a los alimentos a determinados individuos o grupos, tanto si la discriminación se basa en la legislación como si es activa; 
· impedir el acceso a la ayuda alimentaria de carácter humanitario en los conflictos internos o en otras situaciones de emergencia; 
· adoptar legislación o políticas que sean manifiestamente incompatibles con obligaciones jurídicas anteriores relativas al derecho a la alimentación; y 
· no controlar las actividades de individuos o grupos para evitar que violen el derecho a la alimentación de otras personas; o, cuando es el Estado, no tener en cuenta sus obligaciones jurídicas internacionales relativas al derecho a la alimentación al concertar acuerdos con otros Estados o con organizaciones internacionales. 
Aunque solamente los Estados son Partes en el Pacto y son, por lo tanto, los responsables últimos del cumplimiento de éste, todos los miembros de la sociedad, a saber, los particulares, las familias, las comunidades locales, las organizaciones no gubernamentales, las organizaciones de la sociedad civil y el sector empresarial privado, son responsables de la realización del derecho a una alimentación adecuada. 
El Estado debería crear un medio que facilitara el ejercicio de esas responsabilidades. 
El sector empresarial privado, tanto nacional como transnacional, debería actuar en el marco de un código de conducta en el que se tuviera presente el respeto del derecho a una alimentación adecuada, establecido de común acuerdo con el gobierno y la sociedad civil. 

	Comentarios:
Esencial en esta directriz es la importancia de distinguir entre la falta de capacidad y la falta de voluntad de un Estado para cumplir sus obligaciones. Y la obligatoriedad del Estado de demostrar que ha hecho todos los esfuerzos posibles por utilizar todos los recursos de que dispone con el fin de cumplir, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas. 

· Las violaciones pueden ser producidas directamente por el Estado y por instituciones inapropiadamente reguladas por el Estado. Veamos los hechos señalados como violatorios en las directrices: adoptar legislación o políticas que sean manifiestamente incompatibles con obligaciones jurídicas anteriores relativas al derecho a la alimentación; y 
· no controlar las actividades de individuos o grupos para evitar que violen el derecho a la alimentación de otras personas; o, cuando es el Estado, no tener en cuenta sus obligaciones jurídicas internacionales relativas al derecho a la alimentación al concertar acuerdos con otros Estados o con organizaciones internacionales. 
· La eliminación del proyecto de reforma agraria. Esta ley que buscaba convertir en empresarios a los campesinos sin tierra facilitando su acceso a ella, al crédito, a la capacitación y la asistencia técnica fue sustituida por la Ley de Modernización y Desarrollo del Sector Agrícola que promueve la concentración de la propiedad de la tierra y elimina los servicios del Estado a la producción de los pequeños y medianos productores. 
· La implementación de Tratados de Libre Comercio (TLC) que incluyen la suspensión de aranceles a la importación de productos alimenticios básicos -muchas veces subsidiados- que golpean seriamente el empleo y el ingreso, así como a la autosuficiencia alimentaria, que se logran con la actividad productiva propia.
· El uso inapropiado de los suelos y el daño al ambiente. Se utilizan los valles fértiles y la destrucción de los bosques como espacio para la práctica de la ganadería extensiva y en el cultivo de oleaginosas (palma africana y jatrofa curcas o piñón) para sustituir el diesel, y la caña de azúcar para sustituir la gasolina. 




